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Cimbronazos en
cadena en la Justicia
cordobesa

R
esulta complejo encontrar
un momento en las últimas
décadas en que la Justicia
cordobesa haya acumulado

tantos cimbronazos, tanto en el plano
provincial como en el federal. No es
queno los hayahabido. La novedades
que ahora se solapan y compiten
entre sí, en lo que se parece mucho a
una carrera de desprestigio. Justa-
mente todo lo opuesto a lo que nece-
sita este poder clave del Estado.
Muchos creyeron que el puntomás
alto de este año judicial había sido la
histórica remoción, a través del Jurado
de Enjuiciamiento, de los tres fiscales
que instruyeron distintos momentos
de la fallida investigación del asesina-
to de Nora Dalmasso. Sin embargo, la
expulsión política de Javier Di Santo,
Pedro Miralles y Luis Pizarro podría
tener competencia directa, y de peso,
en ese ranking de conductas
inapropiadas de altos funcionarios
judiciales.

Justicia federal
Hay un foco de atención que se
posa sobre la torre que aloja a la Justi-
cia federal, ubicada en el Parque Sar-
miento de la Capital provincial. Se
espera que muy pronto, con seguri-
dad antes deque termine agosto, haya
novedades importantes allí.
El juez Alejandro Sánchez Freytes
debe tomar decisiones en un expe-
diente de extrema sensibilidad y gra-
vedad institucional.
Los camaristas Abel Sánchez
Torres y Graciela Montesi están sien-
do investigados desde abril en una
causa en la que fueron denunciados

por dos fiscales federales.
Los investigadores los acusan de
haber articuladomaniobras tendien-
tes a alterar la integraciónde laCáma-
ra Federal de Apelaciones de Córdo-
ba. Según los denunciantes, los
magistrados habrían actuado de
común acuerdo para conformar las
salas de la Cámara demanera contra-
ria a la Leyde Subrogancias y al regla-
mento interno. ¿La intención? Inter-
venir conjuntamente, por ejemplo, en
una causa vinculada al denominado
caso “Bunge”, tras desplazar a los jue-
ces quedebían integrar el tribunal por
sorteo y alterar el mecanismo
previsto.
Montesi es hoy presidenta de la
principal instancia de revisión de la
Justicia federal de Córdoba, mientras
que Sánchez Torres es la segunda

máxima autoridad. Además, como es
de público conocimiento ambos
magistrados son pareja. Al momento
de declarar, se defendieron y negaron
las acusaciones.
El pasado4de agosto, el fiscal fede-
ral Maximiliano Hairabedian y Pablo
Turano –fiscal de la Procuración
Federal– pidieron al juez Sánchez
Freytes que procese a ambos cama-
ristas. La denuncia inicial había sido
presentada a comienzosde abril. En la
última requisitoria, además, solicita-
ron la prisión domiciliaria para Sán-
chez Torres, que por ahora no sería
operativa, por subsistir los fueros de
los que goza. Sobre este magistrado
también pesa una denuncia adicional
por presunto maltrato hacia una
empleada que se negó a ser parte de
lasmaniobras que se les recriminan a
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MAPAPOLÍTICO por el Gobierno a través de la Secreta-
ría de Trabajo con la idea de desesca-
lar las tensiones, no paran de acumu-
larse versiones sobre el futuro del jefe
de los fiscales provinciales.
Carlos Lezcano, quien asumió hace
apenas cuatromeses en reemplazode
Juan Manuel Delgado, acumula críti-
cas y cuestionamientos que se repli-
can en zonas sensibles del poder polí-
tico. Fiscales, magistrados y hasta
funcionarios con despacho en El
Panal critican por lo bajo el andar del
fiscal General. El periodista Roberto
Battaglino escribió hace unas sema-
nas en La Voz sobre la posibilidad de
que, a fin de año, haya novedades en
tornode la figura deLezcano.
Lo llamativoesquenosólonadieen
el establishment político y judicial
salió anegar esaversión, sinoquedes-
de esemomento, la posibilidad de un
corrimientonoparade tomar fuerza.
“Hubo mala praxis política”, reco-
nocen en privado y conmucha caute-
la funcionarios llaryoristas. “Al gober-
nador lo convencieron de que el perfil
bajo de Lezcano iba a calmar la inter-
na en el Ministerio Público, pero eso
no está funcionando”, agregó, tam-
bién enoff, otro conocedor del tema.
Todas las fuentes señalan al ultra-
llaryorista Juan Manuel Cid como
ideólogo de la jugada para impulsar a
Lezcano.
“Si Lezcano se termina yendo, será
por su propia voluntad. Nadie le va a
pedir que deje el cargo”, suma alguien
que conoce el malestar que hay en
algunos despachos de El Panal por el
arranque de la gestión del jefe de los
fiscales.

los camaristas respecto de la confec-
ciónde las salas de laCámara Federal.
En los Tribunales federales, es un
secreto a voces que Sánchez Freytes
tomará una decisión en los próximos
días. “Estamos hablando de que hay
sospechas graves sobre quienes
comandan la Cámara Federal de Ape-
laciones. Urge que haya una resolu-
ción lo antes posible, ya sea para
hacer lugar a la denuncia de los fisca-
les o para desestimarla. Lo que no
puede pasar es que se siga en este
estado de incertidumbre”, aportó una
fuente del edificio de barrio Rogelio
Martínez.
Todas las opciones están abiertas:
que Sánchez Freytes resuelva hacer
lugar al pedido de procesamiento, de
manera total o parcial, o que lo deses-
time.Encasodequesedieracualquie-
ra de los dos primeros casos, la deci-
sión representaría un golpe institucio-
nal severo para el cuerpo, ya que dos
de sus cuatro integrantes quedarían
bajo sospecha penal. Además, se abri-
ría una serie de interrogantes: ¿sus-
pensión?, ¿licencia?, ¿apartamiento?,
¿imposibilidadde intervenir?
Es bueno remarcar que, si bien un
eventual procesamiento supondría
que existen elementos suficientes
para considerar que una persona
pudo haber participado en un delito,
deningunamanera esoequivale a una
condena.

Justicia provincial
Con el telón de fondo de un largo
conflicto judicial que entró en una
pausa obligada por el dictado de la
conciliación obligatoria, impulsada

Los judiciales
esperanuna
oferta concreta

El conflicto gremial que durante
cincomeses complicó la actividad en
los Tribunales provinciales ingresó
enuna etapade calmapor la vigencia
de la conciliación obligatoria dictada
por la Secretaría de Trabajo, pero la
negociación no tuvo avance alguno
en la primera semana.
La representación gremial, enca-
bezada por la Asociación Gremial de
Empleadosdel Poder Judicial (Agepj),
que conduce Federico Cortelletti,
pero con presencia también de sec-
tores opositores, planteó el reclamo
salarial el viernes pasado, en la pri-
mera reunión convocadaporTrabajo.
Hasta ahora no hubo negociaciones
por otra vía, y la próxima reunión
serámañana.
Las pretensiones gremiales inclu-
yen el pedido de adelanto de los tra-
mos de la equiparación firmado el
año pasado, el adelanto de la perma-
nencia para todas las categorías y la
derogación de la Ley de Equidad

JUSTICIAPROVINCIAL.
Mañana será la segunda
audiencia en Trabajo.
En la primera, el TSJ planteó
que el pedido de aumento
excede la equiparación.

Jubilatoria, que elevó a 8%elmáximo
de los aportes personales extraordi-
narios a laCaja de Jubilaciones.
Además, el gremio exige un 25%
de aumento salarial con un adelanto
inmediato de 15% y luego tramos de
2% sucesivos, para ser integrados
juntamente con cada aumento que
otorgue la Corte Suprema de Justicia
de la Nación, en virtud de que tam-
bién se reclama la plena vigencia de
la equiparación con la Justicia federal.
En la primera audiencia de conci-
liación, los representantes del TSJ
advirtieron que esa pretensión de
aumento salarial del 25% no sería
compatible con la vigencia de la
equiparación. Será el puntodemayor
discusión en el transcurso de la
negociación, que puede extenderse
hasta el 26 de agosto y luego exten-
derse por otros 10días hábiles.
En el transcurso de ese período,
los judiciales no pueden realizar
medidas de fuerza. El gremio exige
que el TSJ tampoco aplique nuevos
descuentos por las jornadas de paro,
y además solicitó la devolución de
los descuentos ya efectuados. En el
último recibode sueldo, los judiciales
que adhirieron a los paros tuvieron
descuentos de entre $ 200 mil
y $ 450mil.
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